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Ley 25/1998, de 13 de julio, de modificación 
del Régimen Legal de las Tasas Estatales 
y Locales y de Reordenación de las Prestaciones 
Patrimoniales de Carácter Público 

Como consecuencia de la Sentencia del Tribunal Constitucional 185/1995, 
de 14 de diciembre, por la que se declararon inconstitucionales los precios pú­
blicos por la utilización privativa o por el aprovechamiento especial del domi­
nio público y de todos aquellos otros precios públicos que no reúnan de forma 
simultánea la doble condición de que la solicitud del servicio o actividad admi­
nistrativa sea una manifestación real y efectiva de voluntad por parte del intere­
sado y que dicho servicio o actividad no se preste por entes de Derecho públi­
co en situación de monopolio, la Ley 25/1998, de 13 de julio, ha venido a dar 
un nuevo concepto de tasa a través de la modificación parcial de la Ley General 
Tributaria y de la propia Ley de Tasas y Precios Públicos. 

La nueva delimitación que del concepto de tasa hace esta Ley ha llevado a la 
reordenación y regulación de las diferentes prestaciones patrimoniales de carác­
ter público y a modificar la regulación de determinadas tasas y precios públicos, 
entre los que se encuentran las tasas catastrales. 

Así, la disposición adicional segunda de la Ley 25/1998 modifica las tasas por 
inscripción y de acreditación catastral. 

En este sentido, la expedición por la Dirección General del Catastro o por las 
Gerencias Territoriales, de cualquier documento en el que figuren datos físicos, 
jurídicos o económicos que consten en los Catastros Inmobiliarios Rústicos y 
Urbanos pierden el carácter de prestación patrimonial de carácter público de la 
que, en algunos casos, venía gozando anteriormente para pasar a constituir el 
hecho imponible de la tasa de acreditación catastral. 

Como consecuencia del incremento de supuestos de hecho gravados por la 
tasa de acreditación catastral, el propio texto legal establece los elementos de 
cuantificación de las mismas y deroga expresamente la Orden de 13 de octubre 
de 1994, por la que se regulan los precios públicos de la Dirección General del 
Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria por la distribución públi­
ca de información catastral cartográfica y alfanumérica. 

Asimismo, establece que los referidos documentos sólo se suministrarán en 
los formatos y soportes disponibles, atribuyendo a la Dirección General del Ca­
tastro la competencia para denegar el acceso a la información catastral cuando 
el ejercicio de este derecho pueda causar perjuicio grave a sus intereses o al 
cumplimiento de sus funciones, o cuando pueda afectar a la eficacia del f uncio-
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namiento de los servicios prestados, y recoge la sujeción a la legislación sobre 
propiedad intelectual, atribuyendo los derechos de autor a la Administración 
General del Estado, de la entrega y utilización de información catastral. 

Por su parte, la Ley incorpora cambios sustanciales en cuanto a los supues­
tos de exención previstos para estas tasas, ya que exige la concurrencia de de­
terminados requisitos, tanto subJeUvos como objetivos o formales, para su con­
cesión y modifica la cuantía de la Lasa de acreditación catastral por la expedición 
de determinados certificados. 

Ley 25/1998, de 13 de julio, 
de modificación del Régimen 
Legal de las Tasas Estatales y 
Locales y de Reordenación de 
las Prestaciones Patrimoniales 
ele Carácter Público 

JUAN CARLOS l 
Rey de España 

A todos los que la presente Vleren y en­
tendieren. 

Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la si­
guiente Ley. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La sentencia del Tribunal Constitucional 
185/1995, de 14 de diciembre, declaró la 
inconslitucionahdad de los párrafos a) y b) 
del artículo 24 de la Ley 811989, de 13 de 
abril, de Tasas y Precios Publicos, así como 
de ciertas expresiones contenidas en el pá­
rrafo c) de dicho articulo, con los efectos 
que se indican en el fundamento décimo 
de Ja propia sentencia. 

Para el Tribunal ConstituC1onal, la cate­
goria de los precios públicos, tal y como se 
regulan por la Ley 811989, de 13 de abnl, 
han de cumplir simultáneamente dos re­
quisnos: que el supuesto de hecho que les 
dé lugar se realice en forma libre y espon­
tánea o, lo que es lo mismo, que la soliCl­
tud del servicio o acuvidad administrauva 
sea una manifestación real y efectiva de vo-
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Juntad por parte del interesado y que dicho 
servicio o actividad no se preste por los en­
tes de Derecho publico en situación de mo­
nopolio de hecho o de derecho. 

De no concurrir ambas circunstancias, 
tales precios públicos, en cuanto com­
portan coactividad para los interesados, 
revisten la naturaleza de prestaciones pa­
t rimoniales de carácte r público, cuya 
consutucionalidad depende del respeto 
al principio de legahdad. 

Considerando no concurrentes tales ca­
racteres delimitadores en los precios públi­
cos previstos en la Ley de Tasas y Precios 
Públicos por la ut1lizac1ón privativa o por 
el aprovechamiento especial del domm10 
publico, así como por las prestaciones de 
servicios y entregas de bienes accesorias a 
las mismas, efectuadas por los servicios 
publicos postales, el Tribunal Constitucio­
nal concluye que ambos precios públicos, 
en cuanto tales, vulneran el princ1p10 de 
reserva de Ley y, consiguientemente, decla­
ra su inconstituc10nalidad. Declaración de 
inconstimcionalidad que alcanza a todos 
aquellos otros precios públicos que no re­
unan de forma simultánea las dos caracte­
rísticas delimitadoras antes señaladas. 

El Real Decreto-ley 211996, de 26 de 
enero, en función de las consideraciones 
amenores, dotó de cobertura legal, con ca­
rácter inmediato y prov1s1onal, a aquellos 
precios públicos que, nacidos al amparo de 
la Ley 811989 y afectados por la sentencia 
del tribunal Constitucional, debían confi­
gurarse como prestaciones patrimoniales 
de carácter público. 

Asimismo, el Gobierno, en el plazo de 
seis meses, debía remnir a las Cortes el co-



rrespondiente proyecto de Ley de reorde­
nación de la regulación de las prestaciones 
patrimoniales afectadas por la sentencia 
del Tribunal Constitucional, plazo que 
quedó prorrogado por el Real Decreto-ley 
7/l 996, de 7 de JUnlO, sobre medidas ur­
gentes de carácter fiscal y de fomento y h­
beralLZación de la actividad económica. 

Con postenon dad, la Ley Orgánica 
311996, de 27 de diciembre, de modifica­
ción parcial de la Ley Orgánica 811980, de 
22 de septiembre, de financiación de las 
Comunidades Autónomas, ha venido a dar 
un nuevo concepto de tasa en el ámbno de 
actuación de las mismas, concepto al que 
debe adaptarse la propia Ley de Tasas y 
Precios Públicos y la Ley General Tnbuta­
na, con objeto de coordinar la actuación de 
las distin tas Administraciones Públicas. 

Como consecuencia de la nueva defini­
ción de tasa que se establece en la presente 
Ley y de la doctrina del Tribunal Constnu­
cional en cuanto al pnnopio de reserva de 
Ley en matena tnbutana, debe procederse 
a reordenar y regular las diferentes presta­
oones patnmomales de carácter publico 
que actualmente vienen gestionando la Ad­
ministración General del Estado y sus en­
tes públicos, configurando los elementos 
esenciales de su, en ocasiones, nueva y, en 
otras, recuperada naturaleza jund1ca de 
tasa y ello sin per¡u1cio, conforme a la doc­
tnna cnada y a las peculiaridades de este 
tipo de tributos, de que la Ley contenga re­
misiones a normas reglamentarias infraor­
denadas a los crnenos o límites prefijados 
en la propia Ley. 

Por último, la presente Ley aborda tam­
bién una solución 1dénllca en el ámbito <le 
las Haciendas Locales, ya que si bien la sen­
tencia 185/l 995, de 14 de diciembre, se 
ci rcunscribe al contenido de la Ley 8/1989 
en materia de precios publicas establecidos 
por la Administración estatal, sin pronun­
ciamiento alguno respecto a la normativa 
vigente sobre precios públicos locales reco­
gida en la Ley 3911988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las Haciendas Locales, en la 
medida en que, de un lado, unos y otros 
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precios paruc1pan del mismo fundamento 
y, de otro, la nueva delimitación que del 
concepto de tasa hace la Ley se inspira en 
los pronunc1am1entos de dicha sentencia, 
parece conveniente modificar también la 
regulación de las tasas y precios públicos 
locales para adaptarlos a la configuración 
que se establece en el ámbito estatal. 

TITULO PRELIMINAR 

Modificación de la Ley General 
Tiibutaii a y de la Ley de Tasas 

y Precios Públicos 

Artículo l . Modificación de la Ley 
23011963 , de 28 de diciembre, General 
Tributaria. 

Se modifica la letra a) del apartado 1) 
del artículo 26 de la Ley 23011963. de 28 
de diciembre, General Tributaria, que que­
da redactada en los términos s1gu1entes: 

«a) Tasas son aquellos tributos cuyo he­
cho imponible consiste en la uulización 
privativa o aprovechamiento especial del 
dominio publico, en la prestación de servi­
cios o en la realización de actividades en 
régimen de Derecho público que se refie­
ran, afecten o beneficien de modo parncu­
lar al sujeto pasivo, cuando se produzca 
cualquiera de las circunstancias siguientes: 

Primera. Que los servicios o actividades 
no sean de soliCllud voluntana para los ad­
ministrados. A estos efectos no se conside­
rará voluntaria la solicitud por parte de los 
administrados: 

Cuando venga impuesta por disposicio­
nes legales o reglamentarias. 

Cuando los bienes, servicios o activida­
des requeridos sean imprescindibles para 
la vida privada o sooal del solicitante. 

Segunda. Que no se presten o realicen 
por el sector pn vado, esté o no establecida 
su reserva a favor del sector público con­
fom1e a la normauva vigente.» 

Artículo 2. Modificación de la Ley 
811989, de 13 de abri 1, de Tasas y Precios 
Públicos. 
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Se modifican los aruculos 6, 10, 15, 16, 
19, 20, 24, 25, 26 y 27 de la Ley 8/1989, 
de 13 de abril, que pasarán a tener la si­
guiente redacción: 

«Artículo 6. Concepto. 
Las tasas son tributos cuyo hecho impo­

nible consiste en la ut1hzac1ón pnvauva o 
aprovechamiento especial del domm10 pu­
blico, en la prestación de servicios o en la 
realización de actividades en régimen de 
Derecho público que se refieran, afecten o 
beneficien de modo panicular al SUJelO pa­
sivo, cuando se produzca cualquiera de las 
circunstancias siguientes: 

a) Que los servicios o acuvidacles no 
sean de solicitud voluntaria para los admi­
nistrados. A estos efectos no se considerará 
voluntaria la solicitud por parte de los ad­
mm1strados. 

Cuando venga impuesta por dispos1c10-
nes legales o reglamentarias. 

Cuando los bienes, servicios o activida­
des requeridos sean imprescindibles para 
la vida privada o social del solicitante. 

b) Que no se presten o realicen por el 
sector pnvado, esté o no establecida su re­
serva a favor del sector publico conforme a 
la normativa vigente.» 

«Articulo 10. Establce1miento y regula­
ción. 

l. El establecimiento de las tasas, así 
como la regulación de los elementos esen­
ciales de cada una de ellas, deberá realizar­
se con arreglo a Ley. 

2. Son elementos esenciales de las tasas 
los determmados por la presente Ley en el 
capítulo siguiente. 

3. Cuando se autorice por Ley, con su­
bordinación a los crnerios o elementos de 
cuanuficación que determine la misma, se 
podrán concretar mediante norma regla­
mentaria las cuanuas ex1g1bles para cada 
tasa.» 

«Articulo 15. Devengo. 
l. Las tasas podrán devengarse, según 

la naturaleza de su hecho impomble: 
a) Cuando se conceda la utilización 

privativa o el aprovechamiento especial o 
cuando se m1cie la prestación del serv1c10 
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o la realización de la actividad, sin perJUI­
cio de la posibilidad de exigir su depósllo 
previo 

b) Cuando se presente la solicitud que 
inicie la actuación o el expediente, que no 
se realizará o tramnará sin que se haya 
efectuado el pago correspondiente. 

2. Cuando las tasas se devenguen pe­
riód1eamente, una vez notificada la liqui­
dación correspondiente al alta en el respec­
tivo registro, padrón o matrícula, podrán 
notificarse colectivamente las sucesivas li­
quidaciones mediante anuncios en el «Bo­
leun Oficial del Estado». 

«Articulo 16. Sujetos pasivos. 
1. Serán sujetos pasivos de las tasas. las 

personas físicas o jurídicas beneficiarias de 
la ut11izac1ón privativa o aprovechamiento 
especial del domm10 publico o a quienes 
afecten o beneficien, personalmente o en 
sus bienes, los servicios o actividades pu­
blicas que constituyen su hecho imponible. 

2. En su caso tendrán la cons1derac1ón 
de sujetos pasivos las herencias yacentes, 
comurndades de bienes y demás entidades 
que, carentes de personalidad jundica, 
constituyan una unidad económica o un 
patrimonio separado susceptible de impo­
sición.» 

«Articulo 19. Elementos cuanlllallvos 
de las tasas. 

l. El importe de las tasas por la uuliza­
ción privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público se fijará tomando 
como referencia el valor de mercado co­
rrespondiente o el de la utilidad derivada 
de aquélla. 

2. En general y con arreglo a lo previs­
to en el párrafo s1gu1ente, el impone de las 
tasas por la prestación de un servicio o por 
la realización de una actividad no podrá 
exceder, en su conjunto, del coste real o 
previsible del servicio o actividad de que se 
trate o, en su defecto, del valor de la pres­
tación recibida. 

3. Para la cletermmación de dicho im­
pone se tomarán en consideración los cos­
tes directos e mdirectos, inclusive los de 
carácter financiero, amortización del mmo-



vilizado y, en su caso, los necesarios para 
garantizar el mantenimiento y un desarro­
llo razonable del servicio o actividad por 
cuya prestación o realización se exige la 
tasa, todo ello con independencia del pre­
supuesto con cargo al cual se satisfagan. 

4. La cuota tributaria podrá consistir en 
una cantidad fija señalada al efecto, deter­
minarse en función de un tipo de grava­
men aplicable sobre elementos cuantitati­
vos que sirvan de base imponible o 
establecerse conjuntamente por ambos 
procedimientos.» 

«Artículo 20. Memoria económico-fi­
nanciera. 

l. Toda propuesta de establecimiento 
de una nueva tasa o de modificación espe­
cífica de las cuantías de una preexistente 
deberá incluir, entre los antecedentes y es­
tudios previos para su elaboración , una 
memoria económico-financiera sobre el 
coste o valor del recurso o actividad de que 
se trate y sobre la justificación de la cuan­
tía de la tasa propuesta. 

La falta de este requisito determinará la 
nulidad de pleno derecho de las disposi­
ciones reglamentarias que determinen las 
cuantías de las tasas. 

2. Cuando la utilización privativa o 
aprovechamiento especial del dominio pú­
blico lleve aparejada una destrucción o de­
terioro del mismo no prevista en la memo­
ria económico-financiera a que se refiere el 
apartado anterior, el sujeto pasivo de la 
tasa, sin perjuicio del pago de la misma, es­
tará obligado al reintegro del coste total de 
los respectivos gastos de reconstrucción o 
reparación. Si los daños fuesen irreparables, 
la indemnización consistirá en una cuantía 
igual al valor de los bienes destruidos o al 
importe del deterioro de los dañados.» 

«Artículo 24. Concepto. 
Tendrán la consideración de precios pú­

blicos las contraprestaciones pecuniarias 
que se satisfagan por la prestación de ser­
vicios o la realización de actividades efec­
tuadas en régimen de Derecho público 
cuando, prestándose también tales servi­
cios o actividades por el sector privado, 

NORMATIVA Y JURISPRUDENCIA 

sean de solicitud voluntaria por parte de 
los administrados.» 

«Artículo 25. Cuantía 
1. Los precios públicos se determinarán 

a un nivel que cubra, como mínimo, los 
costes económicos originados por la realiza­
ción de las actividades o la prestación de los 
servicios o a un nivel que resulte equivalen­
te a la utilidad derivada de los mismos. 

2. Cuando existan razones sociales, be­
néficas, culturales o de interés público que 
así lo aconsejen, podrán señalarse precios 
públicos que resulten inferiores a los pará­
metros previstos en el apartado anterior, 
previa adopción de las previsiones presu­
puestarias oportunas para la cobertura de 
la parte del precio subvencionada. » 

«Articulo 26. Establecimiento y modifi­
cación. 

1. El establecimiento o modificación de 
la cuantía de los precios públicos se hará: 

a) Por Orden del Departamento minis­
terial del que dependa el órgano que ha de 
percibirlos y a propuesta de éste. 

b) Directamente por los organismos 
públicos, previa autorización del Departa­
mento ministerial del que dependan 

2. Toda propuesta de establecimiento o 
modificación de la cuantía de precios pú­
blicos deberá ir acompañada de una me­
moria económico-financiera que justificará 
el importe de los mismos que se proponga 
y el grado de cobertura financiera de los 
costes correspondientes.» 

«Artículo 27. Administración y cobro 
de los precios públicos. 

1. La administración y cobro de los pre­
cios públicos se realizará por los Departa­
mentos y organismos públicos que hayan 
de percibirlos 

2. Los precios públicos podrán exigirse 
desde que se inicie la prestación de servi­
cios que justifica su exigencia. 

3. El pago de los precios públicos se re­
alizará en efectivo o mediante el empleo de 
efectivo timbrado. 

4. Podrá exigirse la anticipación o el de­
pósito previo del importe total o parcial de 
los precios públicos. 
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5. Cuando por causas no imputables al 
obligado al pago del precio público no se 
preste el servicio o no se realice la activi­
dad, procederá la devolución del importe 
que corresponda o, tratándose de espectá­
culos, el canje de las entradas cuando ello 
fuera posible. 

6. Las deudas por precios públicos po­
drán exigirse mediante el procedimiento 
administrativo de apremio, conforme a la 
normativa vigente. 

7. En lo no previsto expresamente en la 
presente Ley, la administración y cobro de 
los precios públicos se realizará de confor­
midad con lo previsto en la Ley General 
Presupuestaria y demás normas que resul­
ten de aplicación a los mismos.» 

Disposición adicional segunda. Modifi­
cación de las tasas por insclipción y de 
acreditación catasb·al. 

1. El apartado b) del número tres del 
artículo 33 de la Ley 13/1996, de 30 de di­
ciembre, de Medidas Fiscales, Administra­
tivas y del Orden Social, quedará redacta­
do como sigue: 

«b) En la tasa de acreditación catastral, 
la expedición por la Dirección General del 
Catastro o por las Gerencias Territmiales, y 
a instancia de parte, de certificaciones o 
cualesquiera otros documentos en los que 
figuren datos físicos, jurídicos o económi­
cos que consten en los Catastro Inmobilia­
rios Rústicos y Urbanos, relativos a bienes 
situados en el ámbito territorial de la tasa, 
así como la expedición de certificaciones 
que acrediten la inexistencia de tales datos 
en los citados catastros. 

La entrega y utilización de información 
catastral gráfica y alfanumérica estarán su­
jetas a la legislación sobre la propiedad in­
telectual. Los derechos de autor correspon­
derán, en todo caso, a la Administración 
General del Estado. 

De conformidad con lo establecido en 
los artículos 4.3 y 37 de la Ley 3011992, de 
26 de noviembre, de Régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Proce-
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dimiento Administrativo Común, el dere· 
cho de acceso a la información catastral 
podrá ser denegado de forma motivada por 
la Dirección General del Catastro cuando 
su ejercicio pueda causar un perjuicio gra­
ve a sus intereses o al cumplimiento de sus 
propias funciones o afectar a la eficacia del 
funcionamiento del servicio público.» 

2. El número cuatro del artículo 33 de 
la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Me­
didas Fiscales, Administrativas y del Orden 
Social, quedará redactado como sigue: 

«Cuatro. El Estado, las Administracio­
nes públicas y demás entes públicos terri­
toriales e instituciones estarán exentos de 
Ja tasa de inscripción catastral cuando ac­
túan en mterés propio y directo para el 
cumplimiento de sus fines y de la de acre­
ditación catastral siempre que, además, ne­
cesiten disponer de información catastral 
para el ejercicio de sus competencias. Estas 
exenciones se concederán previa petición 
de la entidad interesada, que deberá acre­
ditar la concurrencia de los requisitos ante­
riormente indicados. 

Estas mismas entidades estarán exentas 
de la tasa de acreditación catastral, en los 
supuestos de entrega y utilización de infor­
mación catastral cuando dicha información 
se destine a la tramitación de procedimien­
tos iniciados a instancia de parte que ten­
gan por objeto la concesión de ayudas y 
subvenciones públicas. 

Asimismo, estarán exentas de esta últi­
ma tasa las instituciones que soliciten la in­
formación catastral para la tramitación de 
los procedimientos de asistencia .Jurídica 
gratuita y los Notarios y Registradores res­
pecto a los re lativos a la gestión de la refe­
rencia catastral en los casos previstos en los 
artículos 51.tres y 53.uno de la presente 
Ley, así como quienes hayan fim1ado con la 
Dirección General del Catastro un conve­
nio o acuerdo de colaboración para el man­
tenimiento, actualización o generación de 
la información catastral. » 

3. Se añaden al apartado b) del número 
siete del artículo 33 de la Ley 1311996, de 
30 de diciembre, de Medidas Administrati-



vas, Fiscales y del Orden Social tres nuevos 
párrafos con la siguiente redacción: 

«No obstante, para los documentos que 
específicamente se relacionan, que se sumi ­
nistrarán en los formatos y sopones dispo­
nibles en la Dirección General del Catastro, 
las cuantías de la tasa serán las siguientes: 

Copia de onofotografías en papel foto­
gráfico o diapositiva: 5.000 pesetas/unidad. 

Copia de orto fotografías en papel opaco: 
2.000 pesetas/unidad. 

Copia de fotografía aérea en positivo por 
contacto: 1.500 pesetas/unidad. 

Copia de fo tografía aérea en papel opa­
co: 1.000 pesetas/unidad 

Copia de cartografía en papel opaco 
DIN A-3 o DIN A-4: 1.000 pesetas/unidad 

Copia de cartografía en papel opaco en 
tamaño superior a DlN A-3: 2.000 pese­
tas/unidad. 

Copia de cartografía en papel reproduci­
ble: 5.000 pesetas/unidad. 

Copia de cartografía digitalizada urbana: 
500 pesetas/hectárea. 

Copia de cartografía digitalizada rústica: 
20 pesetas/hectárea. 

Información alfanumérica digital urbana 
y rústica: 10 pesetas/registro 

Expedición de copias de información no 
gráfica de expedientes: 50 pesetas/hoja. 
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En las certificaciones catastrales descrip­
tivas y gráficas referidas únicamente a una 
unidad urbana o una parcela rúsuca, la 
cuantía será de 2.000 pesetas por docu­
mento expedido. 

En las certificaciones catastrales que in­
corporen datos con una antigüedad supe­
rior a cinco años, la cuantía de la tasa se in­
crementará en 5.000 pesetas por cada 
documento expedido.» 

Disposición derogatoria única. Régimen 
derogatorio. 

A la entrada en vigor de la presente Ley, 
y sin perjuicio de lo previsto en la disposi­
ción transitoria segunda de esta Ley, que­
dan derogadas cuantas disposiciones lega­
les y reglamentarias se opongan a la misma 
y en particular: 

e) La Orden de 13 de octubre de 1994, 
por la que se regulan los precios públicos 
de la Dirección General del Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación Tributaria por 
la distribución pública de información ca­
tastral cartográfica y alfanumérica. 

• 
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